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I. Disposiciones generales

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

7059 REAL DECRETO 607/1982, de 5 de marzo, por el 
que se dispone la formación del censo agrario 
de 1982.

La Ley de ocho de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 
sobre formación de censos económicos, dispone que tanto los 
censos demográficos como los de carácter económico y sus 
derivados o conexos, se realicen por el Instituto Nacional, de 
Estadística, como norma general, cada diez años

El Instituto Nacional de Estadística llevó a cabo en mil no­
vecientos setenta y dos el primer censo agrario, y en mil no­
vecientos sesenta y dos el segundo; corresponde, por consi­
guiente, realizar un nuevo censo agrario en mil novecientos 
ochenta y dos.

Junto a estos imperativos legales, los profundos cambios so­
cioeconómicos producidos durante el último decenio en España, 
y en particular en el sector agrario, determinan la necesidad 
de la realización del censo agrario, con objeto no sólo de cuan- 
tificar los cambios estructurales habidos, sino también de esta­
blecer nuevas bases para el desarrollo de las estadísticas agra­
rias, mediante la inscripción en cuestionarios individuales de 
los datos estructurales de las explotaciones agrarias existentes 
en todo el territorio nacional.

A estos efectos el Instituto Nacional de Estadística, en virtud 
del Real Decreto mil quinientos noventa y ocho/mil novecientos 
ochenta y uno, de trece de julio, ha llevado a cabo durante el 
pasado año la formación de un fichero-directorio de explotacio­
nes agrarias, elemento clave para la posterior elaboración del 
censo agrario.

Con el censo agrario de mil novecientos ochenta y dos, Es­
paña prosigue su colaboración con la política estadística de la 
Organización de las Naciones Unidas que mediante la Agencia 
para la Agricultura y la Alimentación (FAO), patrocina los cen­
sos agrarios mundiales con periodicidad decenal.

Por otra parte, el Consejo de las Comunidades Económicas 
Europeas (CEE) ha establecido entre sus Estados miembros la 
obligatoriedad de realización de encuestas agrarias que per­
mitan orientar, en este sector, la política comunitaria. Median­
te este censo agrario se pretende que España, ante su posible 
integración en la CEE, vaya adaptándose a la normativa que, 
en este campo estadístico, establece la Comunidad.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y Co­
mercio y del Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación, y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día cinco de marzo de mil novecientos ochenta y dos.

DISPONGO:

Artículo primero.—El Instituto Nacional de Estadística rea­
lizará en todo el territorio nacional el censo agrario referido 
al año agrario mil novecientos ochenta y uno-ochenta y dos.

Artículo segundo.—En la realización de los trabajos del censo 
agrario se aplicarán los preceptos de la Ley de Censos Econó­
micos, de la Ley de Estadística y su Reglamento.

Articulo tercero.—Se faculta al Instituto Nacional de Esta­
dística para efectuar los trabajos previos a la formación del 
censo, asi como los ensayos que considere convenientes a fin 
de poner a prueba en algunos municipios los principales instru­
mentos censales e introducir en ellos las modificaciones que la 
experiencia aconseje. Los resultados de estos ensayos no tendrán 
validez oficial, si bien podrán ser actualizados en la fecha de 
elaboración del censo agrario.

Artículo cuarto.—En los trabajos a que se refieren los ar­
tículos anteriores colaborarán con el Instituto Nacional de Es­
tadística el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, el 
resto de los Departamentos ministeriales y las demás Adminis­
traciones públicas, según prevén las disposiciones citadas en el 
artículo segundo del presente Real Decreto.

Artículo quinto.—Se autoriza e los funcionarios de la Ad­
ministración Civil del Estado, de la Administración Local y de 
otros Entes públicos, para colaborar en los trabajos extraordi­
narios del censo agrario, siempre que fuera compatible con su 
empleo de carrera, colaboración que será gratificada, en su 
caso, en la forma y cuantía que se determine de acuerdo con 
la legislación vigente.

Artículo sexto.—Los gastos que se originen para la realiza­
ción del censo agrario ordenado por el presente Real Decreto, 
se sufragarán con cargo a los créditos consignados en los Pre­
supuestos Generales del Estado.

Artículo séptimo.—Por el Ministro de Economía y Comercio 
y el Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación se dictarán 
las disposiciones complementarias que requiera la ejecución del 
presente Real Decreto.

Dado en Madrid a cinco de marzo de mil novecientos ochon­
ta y dos.

JUAN CARLOS R.
El Ministro de la Presidencia,

MATIAS RODRIGUEZ INCITARTE

7060 REAL DECRETO 608/1982, de 5 de marzo, sobre 
medidas de reconversión del sector de semitrans­
formados de cobre y sus aleaciones.

El sector de semitransformados de cobre y sus aleaciones 
presenta en la actualidad una situación de crisis, debida a la 
depresión del mercado eñ su conjunto, tanto en España como 
en el exterior.

Las importaciones de estos productos se han duplicado en 
los últimos años, debido a la pérdida de competitividad de las 
Empresas nacionales, las cuales, con una tecnología no reno­
vada en determinados productos y cargas financieras y de 
personal excesivas, no pueden hacer frente a los niveles de 
precios internacionales. Por otra parte, la reducción drástica de 
demanda experimentada ha hecho que exista un exceso estruc­
tural de capacidad.

' La situación a la que se ha llegado hace necesaria una mo­
dificación profunda de la situación actual, que requiere la 
adopción de medidas y la aportación de recursos de carácter 
extraordinario y urgente para su reconversión.

Como razones que justifican la reconversión, cabe aducir el 
valor estratégico del sector de semitransformados de cobre y 
sus aleaciones, pues con la aplicación de estas medidas so lo­
grará no tener que exportar nuestras materias primas para 
transformar en el exterior y abastecer con productos nacionales 
a sectores tan prioritarios como el energético, el del transporte, 
suministros militares, bienes de equipo, automóvil, construcción 
y electrodomésticos.

Ante las circunstancias planteadas y en el marco del Real 
Decreto-ley nueve/mil novecientos ochenta y uno, de cinco de 
junio, sobre medidas para la reconversión industrial, las Em­
presas, Centrales Sindicales y la propia Administración han 
negociado un Plan de Reconversión, que ofrece la posibilidad 
de que el sector alcánce en el futuro el nivel de competitividad 
adecuado, mediante la aplicación de recursos y medidas acor­
des con la excepclonalidad de la situación.
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En su virtud, a propuesta de ios Ministros de Hacienda, Tra­
bajo y Seguridad Social; Industra y Energía, y Economía y Co­
mercio y, previo acuerdo del Consejo de Ministros en su reunión 
del día cinco de marzo de mil novecientos ochenta y dos,

DISPONGO:

CAPITULO PRIMERO 

Principios generales

Artículo primero.—Uno. Se declara en reconversión el sector 
fabricante de semitransformados de cobre y sus aleaciones, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo primero del Real Decreto- 
ley nueve/mil novecientos ochenta y uno, de cinco de junio, 
sobre medidas para la reconversión industrial.

Dos. Las medidas contenidas en el presente Real Decreto 
tendrán vigencia hasta el treinta y uno de diciembre de mil 
novecientos ochenta y cuatro.

Tres. Será aplicable a este sector lo establecido en el artícu­
lo primero —III— del Rea! Decreto de veintiséis de septiembre 
de mil novecientos ochenta sobre liberalización industrial.

Artículo segundo.—Los objetivos del Plan de Reconversión son 
los siguientes:

— El saneamiento de la estructura financiera de las Empre­
sas mediante aportaciones de capitales propios.

— La reducción de costes de personal adaptando las plan­
tillas a las necesidades del Plan.

— El establecimiento y cumplimiento de planes de inversión, 
dirigidos principalmente a:

— La adecuación al mercado.
— La racionalización de los procesos de producción, incorpo­

ración de nuevas tecnologías y mejoras de organización.
— La fabricación de nuevos productos, incluyendo entre ellos 

los de tecnología y diseño avanzados.
— El aumento de los niveles de productividad en un treinta 

y cinco por ciento como mínimo, a lo largo del período de re­
conversión. Este porcentaje se medirá por la relación entre la 
producción valorada a precios constantes y la plantilla media 
anual.

CAPITULO II 

Medidas aplicables

Artículo tercero.—Uno. a) Serán aplicables los siguientes 
beneficios fiscales: los mencionados en los números uno, dos 
y tres del artículo tercero del Real Decreto-ley nueve/mil no­
vecientos ochenta y uno, de cinco de junio, incluida la libertad 
de amortización a que se refiere el apartado c) del número uno.

b) Las bonificaciones de la Ley setenta y seis/mil novecien­
tos ochenta, de veintiséis de diciembre, se aplicarán en su gra­
do máximo.

"Dos. El pago de la deuda tributaria podrá ser aplazado en 
aplicación de lo establecido en el Real Decreto-ley de Recon­
versión Industrial, de cinco de junio de mil novecientos ochenta 
y uno, siempre que el plazo de ingreso de la deuda tributaria 
en período voluntario hubiera finalizado con anterioridad al 
dia uno de marzo de mil novecientos ochenta y uno y las Em­
presas estén al corriente desde, esta fecha al momento de so­
licitar acogerse al presente Real Decreto en el pago de las deudas 
tributarias y con la Seguridad Social.

El aplazamiento podrá tener una duración máxima de seis 
años, incluidos dos años de carencia, contados desde el uno de 
marzo de mil novecientos ochenta y uno. Para este aplazamien­
to se seguirá el procedimiento establecido en el reglamento de 
recaudación y los pagos se realizarán mediante amortizaciones 
semestrales con los correspondientes intereses de demora.

Las Empresas deberán hacer electivos los pagos del aplaza­
miento a sus correspondientes vencimientos, como condición 
necesaria para el mantenimiento de los beneficios que se es­
tablecen en la presente disposición.

Tres. El pago de las deudas con la Seguridad Social ante­
riores al uno de marzo de mil novecientos ochenta y uno podrá 
ser aplazado, siempre que las Empresas estén al corriente en 
el pago de las deudas tributarias y con la propia Seguridad So­
cial posteriores a la fecha indicada. 

El aplazamiento podrá tener una duración máxima de seis 
años, incluidos dos años de carencia, contados a partir del uno 
do marzo de mil novecientos ochenta y uno.

Las Empresas deberán hacer efectivo los pagos del aplaza­
miento a sus correspondientes vencimientos como condición ne­
cesaria para el mantenimiento de los beneficios establecidos en 
la presente disposición.

Artículo cuarto.—Uno. Para 1a financiación del Plan de in­
versiones se podrán conceder subvenciones hasta la cuantía 
establecida en la disposición adicional segunda, con el límite 
dol veinte por ciento de la inversión.

Dos. 1.a suma de la subvención concedida y las cantidades 
de crédito oficial que, en su caso, se concedan no podrán supe­
rar en ningún caso el setenta por ciento del valor do la in­
versión.

Tres. Las subvenciones concedidas, en virtud de medidas de 
política regional, serán compatibles con las establecidas en el 
presente Real Decreto, siempre que la suma de ambas no su­
pere el treinta por ciento de la inversión.

Artículo quinto.—Se podrán conceder subvenciones con el 
límite del ochenta por ciento del valor de las instalaciones no 
amortizadas que resulten inútiles como consecuencia del Plan 
y a cuyo achatarramiento se comprometan las Empresas.

Artículo sexto.—En aplicación de lo establecido en el articu­
lo cuarto del Real Decreto-ley de Reconversión Industrial, de 
cinco de junio de mil novecientos ochenta y uno, se autoriza 
al ICO a avalar créditos a las Empresas que se acojan al Plan 
de Reconversión del sector en las cuantías anuales establecidas 
en dicho Plan y dentro de los límites que se establezcan en 
los Presupuestos Generales del Estado. Por Orden del Ministerio 
de Economía y Comercio se publicarán las condiciones de ia 
concesión de los avales y ia Entidad oficia] de crédito que preste 
dicho aval.

Artículo séptimo.—La aplicación de lo establecido en el ar­
tículo quinto del Real Decreto-ley de cinco de junio de mil no­
vecientos ochenta y uno sobre Reconversión Industrial se efec­
tuará de acuerdo con el procedimiento establecido en el Plan 
de Reconversión acordado.

     Artículo octavo.—En los supuestos.de suspensión de las re­
laciones laborales o reducción de la jornada laboral, será de 
aplicación lo dispuesto en el articulo sexto, punto cuarto, del 
Real Decreto-ley nueve/mil novecientos ochenta y uno, de cinco 
de junio.

Articulo noveno.—Los trabajadores que cesen en su Empresa 
como consecuencia del Plan de Reconversión que tengan se­
senta o más años de edad y menos de sesenta y cinco tendrán 
derecho a las ayudas equivalentes a jubilación del Régimen 
General de la Seguridad Social, y que se sigan pagando por 
dicho Régimen las cuotas que les hubieran correspondido de 
continuar en activo hasta la jubilación voluntaria. Tales be­
neficios se reconocerán en las siguientes condiciones.

a) Las ayudas a que se refiere el presente artículo se con­
cederán por la autoridad laboral competente, previa autoriza­
ción del Director general de Empleo, en expediente de regula- 
•ción de empleo incoado al efecto.

b) La cuantía de la ayuda a percibir por cada trabajador
será la que lo hubiera correspondido en el Régimen General de 
la Seguridad Social a los sesenta y cinco años, y se actualizará 
anualmente mediante la aplicación del coeficiente que fije el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en función de la 
media de las bases de cotización del sector. Estas ayudas se 
extinguirán al cumplir el trabajador los sesenta y cinco años 
de edad. 

c) Las cuotas del período de anticipación se determinarán 
aplicando el tipo Unico vigente a la misma base reguladora que 
haya servido para determinar la ayuda equivalente a jubilación 
voluntaria, incrementada en un treinta por ciento en el primer 
año. En los años sucesivos se actualizarán mediante la aplica­
ción del coeficiente que fije el Ministerio de Trabajo y Segu­
ridad Social, en función de la evolución media de las bases 
de cotización del sector.

Asimismo habrá de tener en cuenta lo establecido en el Real 
Decreto-ley trece/mil novecientos ochenta y uno, de veinte de 
agosto, sobre determinación de la base reguladora de la pensión 
de jubilación en la Seguridad Social.

d) La financiación de estas ayudas corresponderá en un cin­
cuenta y cinco por ciento a ias Empresas afectadas, y en el 
cuarenta y cinco por ciento al Plan de Inversiones de Protec­
ción al Trabajo

e) El pago de las ayudas equivalentes a la jubilación anti­
cipada para traba ¡adores beneficiarios se llevará a efecto por 
el INTS en la misma forma y plazos que los utilizados por el 
propio sistema de la Seguridad Social.

f) Las Empresas ingresarán en la Tesorería General de Ta 
Seguridad Social el importe de las ayudas de las cuotas a su 
cargo, en tantos plazos como meses comprenda el periodo de 
anticipación, debiendo de constituir aval suficiente para el frac­
cionamiento en dichos plazos.

g) El Plan de Inversiones de Protección al Trabajo abonará 
a la Tesorería General de la Seguridad Social, en el segundo 
mes de cada trimestre natural, el importe que corresponda a 
las ayudas y de las cuotas a su cargo, de acuerdo con lo pre­
visto en el presente Réal Decreto.

h) En los proyectos de Presupuestos Generales del Estado 
de mil novecientos ochenta y tres y siguientes hasta mil no­
vecientos ochenta y seis se incluirán las partidas presupuesta­
rias necesarias para hacer frente al coste de estas ayudas.

Artículo- décimo.—1,a indemnización por cese quo, en su caso, 
corresponda al trabajador se fraccionará por mensualidades y 
en el plazo máximo de un año, de conformidad con 1 > dispues­
to en el artículo sexto, punto tres, del Real Decreto ley nueve/ 
mil novecientos ochenta y uno, de cinco de junio.

CAPITULO III

Procedimiento

Artículo once.—Uno. Las Empresas que deseen acogerse al 
Plan de Reconversión dol sector fabricante de semitransforrna- 
dos de cobre y sus aleaciones podrán solicitarlo de la Comisión
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Ejecutiva hasta el día treinta de abril de mil novecientos ochen­
ta y dos.

Dos. En la solicitud se hará constar:

a) Datos de mercado, situación económica y financiera, es­
tructura productiva, personal, rendimientos y productividad de 
la Empresa.

b) Un programa que contenga, romo mínimo, la forma y el 
compromiso de cumplimiento de los objetivos y condiciones es­
tablecidos en el Plan de Reconversión.

c) Medidas del Plan a las que desea acogerse, incluyendo las 
que supongan modificación, suspensión o extinción del con­
trato de trabajo o determina la movilidad geográfica del per­
sonal e indicación del personal afectado.

d) Situación prevista de la Empresa al final del Plan de Re­
conversión.

e) Compromiso de cumplir lo preceptuado en materia sala­
rial en el Acuerdo Nacional sobre Empleo o en los que sobre 
esta materia se convenga durante la vigencia del Plan.

f) Compromiso de cumplir lo pactado entre las Centrales 
Sindicales y las Asociaciones Patronales que se recoge en los 
anexos del Plan.

g) Compromiso de achatarrar la maquinaria que cause baja- 
en la forma que se determine por la Comisión Ejecutiva.

Tres. Las Empresas que se acojan al Plan sufragarán los 
gastos de los estudios y evaluaciones originados por su solicitud, 
asi como los del seguimiento y control de su ejecución.

Cuatro. Las Empresas que pudiendo acogerse al Real Decreto 
de Reconversión no lo hagan y presentaran un expediente de 
regulación de empleo fuera del Plan de Reconversión, deberán 
comprometerse por declaración expresa a que, en el plazo de al 
menos un año, no se acogerán a las medidas laborales estable­
cidas en el presente Real Decreto, que tengan igual contenido 
que dicha regulación de empleo.

Artículo doce.—No se tramitarán las solicitudes formuladas 
por las Empresas que no cumplan las siguientes condiciones:

Primera: Estar inscrita en el Censo Fiscal y, en su caso, en 
los Registros dependientes del Ministerio de Industria y Energía.

Segunda: Estar legalmente al corriente en el pago de las 
cuotas de la Seguridad Social posteriores al día uno de marzo 
de mil novecientos ochenta y uno.

Tercera: Haber cumplimentado los datos solicitados para la 
elaboración del Censo de Maquinaria y de las estadísticas del 
sector.

Artículo trece.—La resolución de la Comisión Ejecutiva que 
aprueba el acogimiento al Plan de una Empresa en unión do 
un extracto del expediente se remitirá a los Ministerios de 
Hacienda; Economía y Comercio; Trabajo y Seguridad Social 
para que adopten las resoluciones o dicten las disposiciones 
necesarias para la efectividad de las medidas fiscales, financie­
ras y laborales reconocidas en dicha resolución.

CAPITULO IV

Control y seguimiento de] Plan

Artículo catorce.—Uno. Se constituye la Comisión Ejecutiva 
del Plan de Reconversión del sector de semitransformados de 
cobre y sus aleaciones, que estará presidida por el Director ge­
neral de Industrias Siderometalúrgicas y Navales; será Vice­
presidente de la misma el Director general de Empleo, y for­
marán parte como Vocales un representante del Ministerio 
de Industria y Energía, un representante del Ministerio de Tra­
bajo y Seguridad Social, un representante del Ministerio de 
Hacienda, un representante del Ministerio de Economía y Co­
mercio y un representante del ICO. Será Secretario de esta 
Comisión, sin voto, un funcionario de la Dirección General de 
Industrias Siderometalúrgicas y Navales, designado por su titu­
lar. Las Comunidades Autónomas podrán nombrar un repre­
sentante en la Comisión Ejecutiva, siempre que en su territorio 
esté asentado el diez por ciento del empleo del sector.

Dos. La Comisión Ejecutiva del Plan resolverá sobre los ex­
pedientes de acogimiento al Plan.

Tres. Contra la resolución de la Comisión Ejecutiva podrá 
interponerse recurso de alzada ante el Ministro de Industria y 
Energía.

Cuatro. La Comisión realizará las siguientes funciones:

al Elevar, a través del Ministerio de Industria y Energía, 
a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos 
informes semestrales sobre la marcha del Plan, el cumplimiento 
de los objetivos, las medidas adoptadas y los recursos utilizados.

b) Recabar de las Empresas que se acojan al Plan la reali­
zación de las auditorías que se precisen para el control del 
adecuado uso de los beneficios y recursos concedidos y del cum­
plimiento de los compromisos adquiridos.
  Proponer al Gobierno, a través del Ministerio de Indus­
tria y Energía, las medidas de corrección de las desviaciones 
necesarias para el logro de los objetivos.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.—Para la financiación de las medidas del Plan de 
Reconversión del sector de semitransformados de cobre y sus 
aleaciones se establecen los siguientes recursos:

— Subvención con cargo a la Sección 34, Servicio 01, 
Ministerio de Industria y Energía, concepto 771, 
para financiar la reestructuración de Empresas en

Millones 
de pesetas

los sectores en crisis ............................................................. 1.300
— Avales Entidades oficiales de crédito .......................
— Subvención con cargo a la Sección. 34, Servicio 02, 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, concep­
to 471, acciones sociales derivadas de la reestruc-

4.000

turación de sectores en crisis ........................................ 600

Segunda.—En los proyectos de Presupuestos Generales del 
Estado para mil novecientos ochenta y tres y mil novecientos 
ochenta y cuatro se establecerán los recursos públicos aplica­
bles al Plan de Reconversión del sector.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.—Los Ministerios de Hacienda; Trabajo y Seguridad 
Social; Industria y Energía, v Economía y Comercio podrán 
dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo del pre­
sente Real Decreto, dentro del. ámbito de sus respectivas com­
petencias.

Segunda.—El presente Real Decreto entrará en vigor el mis­
mo día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a cinco de marzo de mil novecienttos ochenta 
y dos.

JUAN CARLOS R.
El Ministro de la Presidencia,

MATIAS RODRIGUEZ INICIARTE

Mº DE ASUNTOS EXTERIORES

7061 ACUERDO de pesca de 15 de abril de 1980 entre el 
Gobierno de España y la Comunidad Económica Eu­
ropea, hecho en Bruselas.

ACUERDO DE PESCA ENTRE EL GOBIERNO DE ESPAÑA 
Y LA COMUNIDAD ECONOMICA EUROPEA

El Gobierno de España y la Comunidad Económica Europea 
(denominada a continuación «la Comunidad»),

Recordando las estrechas relaciones que existen entre la 
Comunidad y España;

Considerando el deseo común de asegurar la conservación 
y administración racional de las reservas de peces existentes 
en las aguas adyacentes a sus costas;

Considerando la labor realizada por la Tercera Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar;

Afirmando que la extensión, por parte de los Estados ribere­
ños, de las zonas do recursos biológicos dependientes de su 
jurisdicción y el ejercicio en las mismas de sus derechos sobe­
ranos para la exploración, explotación, conservación y admi­
nistración de estos recursos deben hacerse de acuerdo con los 
principios del Derecho internacional;

Considerando el hecho de que la Comunidad ha convenido 
que los límites de las zonas de pesca de sus Estados miembros 
(denominadas en adelante «zonas de pesca de la Comunidad») 
se extiendan basta 200 millas marinas a lo largo de las costas 
que bordean el Atlántico Norte, el mar del Norte, el Skagcrrak, 
el Kattogat y el mar Báltico, quedando bien entendido que el 
ejercicio de la pesca dentro de estos limites esté sometido a 
la política común de la Comunidad en materia pesquera, sin 
perjuicio de una acción de la misma naturaleza para las de­
más zonas pesqueras, y para el Mediterráneo en particular;

Teniendo en cuenta el hecho de que España ha fijado, con 
efecto a partir del 15 de marzo de 1978, una zona económica 
que se extiende hasta 200 millas marinas de la costa atlántica 
en la que España ejerce sus derechos soberanos con fines de 
exploración, explotación, conservación y administración de re­
cursos, sin perjuicio de una acción de la misma naturaleza para 
el Mediterráneo;

Deseosos de establecer los principios y las normas que regi­
rán sus relaciones mutuas en el sector pesquero.

Han convenido lo siguiente:

ARTICULO 1

1. El presento Acuerdo tiene por objeto establecer los prin­
cipios y las normas que regirán el conjunto de condiciones para

/>1 ejercicio de la pesca por parte de los buques de cada una 
de las partos en las zonas pesqueras dependientes de la juris­
dicción de la otra parto.

2. Sin embargo, el presente Acuerdo no afecta al ejercicio 
de la pesca reciproca de tos pescadores en el Bidasoa y én la 
bahía de Higuer, tal como queda definido por el Acuerdo de 
14 de julio do 1959 entro España y Francia.


